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Prólogo

Esteban Rodríguez Alzueta

En la Argentina sabemos muy poco todavía sobre el delito, pero lo poco 
que sabemos se lo debemos, en gran parte, al equipo que Mariano Ciafar-
dini coordinó como director de la Dirección Nacional de Política Criminal 
del Ministerio de Justicia, cargo que ocupó por concurso desde 1992 has-
ta 2014. De ese equipo formaba parte también Daniel Ricardo Fernández, 
como jefe del Departamento de Investigaciones.

Este libro se propone revisar algunos estudios que realizaron en aque-
lla agencia, pero también algunas intervenciones propias y ajenas que se 
pergeñaron a partir de esas investigaciones. De hecho, la publicación que 
el lector tiene en sus manos está dividida en dos partes. En la primera, se 
elabora un diagnóstico a partir de dos fuentes complementarias, cada una 
de las cuales tiene sus propias limitaciones y fortalezas: los datos cen-
tralizados en el Sistema Nacional de Información Criminal (snic) y la 
Encuesta de Victimización. El lector encontrará aquí un resumen de los 
debates que en el campo de la criminología y la investigación social se 
han dado en torno a los problemas o riesgos que suponen la utilización 
de estos instrumentos metodológicos. En la segunda parte, se revisan dos 
experiencias de intervención preventiva que se fueron desarrollando, a 
modo de pruebas piloto, en función de los diagnósticos que se iban rea-
lizando con las investigaciones mencionadas. Ambas intervenciones se 
desarrollaron en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires: la primera, el Plan 
de Prevención del Delito (2000-2005), fue el resultado de un convenio 
entre el Gobierno de la Ciudad y el Ministerio de Justicia de la Nación; 
la segunda, el Plan Nacional de Participación Comunitaria en Seguridad 
(2011-2015), se implementó tras la creación del Ministerio de Seguridad 
bajo la gestión de Nilda Garré.

Son muchas las preguntas que quedan pendientes, es decir, muchas 
las investigaciones e intervenciones por realizar todavía. Pero si ahora 
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tenemos más preguntas que respuestas, en parte se lo debemos a las con-
clusiones presentadas en este libro. Los autores reclaman el derecho a 
tener una tesis que, como toda tesis, se dispone para ser discutida. Una 
tesis es una respuesta provisoria y, en este caso además, un nuevo punto de 
partida teórico para seguir explorando el universo del delito en la Argenti-
na y las otras conflictividades sociales que orbitan esos delitos. Ciafardini  
y Fernández son generosos no solo porque comparten sus experiencias 
de investigación e intervención pública, sino porque invitan a seguir 
debatiendo sobre un tema sembrado de pistas falsas, plagado de sentidos 
comunes, pasto verde donde suelen ir a rumiar el periodismo y la opi-
nión pública, sobre todo aquellos vecinos alerta que hicieron del delito 
una cuestión que no necesita discutirse más, un tema que se dispone para 
practicar la indignación y dar rienda suelta a formas de castigo emoti-
vas y ostentosas.

La tesis del libro es la siguiente: existe una correlación entre la deso-
cupación y el delito, y entre la desigualdad y el delito. A mayor desocu-
pación y desigualdad, tiende a aumentar el delito, es decir, cuanto menor 
sean la desocupación y la desigualdad tenderá a disminuir el delito en 
general. No se trata de una relación de determinación, del orden de la cau-
sa y el efecto. Los autores no están proponiendo volver a la vieja tesis dura 
(duramente mecánica) y pura (puramente económica), sino señalando una 
correspondencia que todavía espera ser explicada. No están diciendo que 
la pobreza genera, como una fatalidad, delitos. La pobreza puede generar 
montones de cosas; puede, por ejemplo, llevar a las personas a deprimirse 
y encerrarse en sus casas, o puede llevarlas a organizarse, a vincularse con 
organizaciones sociales, políticas o religiosas, a imaginar creativamente 
nuevos emprendimientos económicos para resolver problemas materiales 
concretos. La desocupación y la desigualdad generan delito en determi-
nados contextos y situaciones que todavía hay que seguir explorando, sin 
olvidar –agregamos nosotros– el punto de vista de los actores involucra-
dos en los eventos que queremos comprender. La relación entre la deso-
cupación/desigualdad y el delito es algo que no hay que dar por supuesto, 
hay que explicarla. Un vínculo mediado por el consumo, el odio, la expe-
riencia de la humillación o la estigmatización, la fragmentación social o 
el desdibujamiento de las pautas que normaban la vida cotidiana de rela-
ción, las armas, el hostigamiento policial, el encarcelamiento masivo, la 
expansión de los mercados ilegales, etc. No lo sabemos, hay que averi-
guarlo cada vez. Y los autores nos invitan a que tiremos nuestras propias 
redes conceptuales. Porque como decía el poeta Novalis: solo el que lance 
redes recogerá peces.
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Delito y prevención del delito son categorías que no siempre van juntas. 
Al contrario, en este país, en las últimas décadas, la pregunta por el delito 
ha sido la pregunta por la represión del delito. En efecto, cuando no se sabe 
nada o se sabe muy poco sobre el delito, no se está en condiciones de pre-
venir nada, razón por la cual la prevención será desplazada enseguida por la 
represión. Y al revés también: cuando lo que se busca es reprimir, no inte-
resa saber por qué se produce el delito. En otras palabras: cuando la única 
herramienta que tenemos en el cajón es el martillo, todos los problemas se 
parecen a un clavo. Me explico: cuando la cárcel es la respuesta de rigor –
la única respuesta–, entonces se meterán todos los delitos en la misma bol-
sa. “¿Robó? ¡Marche preso!” No interesa saber por qué robó, cómo vivió el 
robo, cuál era su contexto. Como dicen los operadores judiciales, anclados 
en una perspectiva dogmática: dado a debe ser b, ahí se termina la historia.

Cuando el funcionariado hace coyunturalismo, la prevención del deli-
to será mirada con desconfianza, no tendrá muchos seguidores y tampo-
co contará con partidas presupuestarias. La prevención del delito es una 
intervención en el territorio que necesita tiempos largos para demostrar 
sus resultados, por tanto, electoralmente hablando, no produce beneficios. 
Es decir, cuando se miran los problemas por el ojo de una cerradura, con 
la tapa de los diarios, bastará con mandar mensajes efectivos, sea a través 
de la presentación o sanción de proyectos de ley que aumenten las penas 
y creen novedosas figuras penales, sea disponiendo más policías, con más 
facultades, más patrulleros y más armas, o construyendo más cárceles. Aquí 
la prevención no cuenta, es mejor reprimir que investigar, mejor reprimir 
que implementar políticas públicas de prevención, mejor reprimir que espe-
rar. Si las elecciones son el año que viene o el próximo, y no se pueden 
sortear estos temas con acuerdos políticos que los sustraigan de la coyun-
tura electoral, si no suelen ganarse elecciones con reformas o políticas 
cuya implementación necesitan tiempo para poder carretear, difícilmente 
la prevención del delito esté entre las prioridades de los funcionarios. Más 
aún cuando la oposición hace política con la desgracia ajena. El dolor de 
la víctima será referenciada enseguida como noticiable, es la materia prima 
favorita para las periódicas campañas de pánico moral que el periodismo 
ensaya con su habitual tratamiento sensacionalista y maniqueo.

No es cierto que el pueblo delibera y gobierna a través de sus repre-
sentantes. Esa es una bonita frase pensada para el siglo xix, cuando la polí-
tica no se había democratizado y era una cuestión ilustrada, elitista. Una 
fórmula que ha quedado muy lejos de la historia que hicieron los distintos 
movimientos sociales a lo largo del siglo xx. Los debates en el parlamento 
son una síntesis de los debates cotidianos, es una discusión hecha con las 
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discusiones que mantenemos en la feria del barrio, arriba del colectivo, en 
la oficina o el taller, en el pasillo de la universidad. Como dijo alguna vez 
Pierre Rosanvallon, citado por los autores en el libro, no hay democracia sin 
contrademocracia, es decir, si el voto es la expresión de la confianza ciuda-
dana, las prácticas de control, obstrucción y la judicialización de la políti-
ca son la expresión de su desconfianza, de la desafección de la comunidad. 
Después de la historia que nos tocó, tenemos el derecho a una reserva de 
confianza, el voto no puede ser una patente de corso o un cheque en blanco.

La prevención comunitaria, que no es lo mismo que la prevención 
vecinal y que está muy lejos de la prevención individual organizada a tra-
vés del mercado en función de la capacidad de consumo de cada ciuda-
dano, es una forma de ejercer la desconfianza, de canalizarla y procesarla 
para que no se traduzca en antipolítica. No solo constituye una manera de 
ejercer el control ciudadano y pedir la rendición de cuentas, sino formar 
parte de las discusiones sobre los asuntos que nos involucran en tanto ciu-
dadanos o ciudadanas. Las dos pruebas piloto que acá se revisitan y ana-
lizan invitaron a la comunidad a formar parte de los debates. No fueron 
ámbitos de catarsis, para dar rienda suelta a la indignación, sino espacios 
de reflexión y crítica colectivas. No se buscaba con ello reproducir las pan-
tomimas emocionales que tienen lugar en los set de televisión, sino generar 
un marco para intercambiar opiniones distintas fundamentadas con argu-
mentos, un espacio para discutir entre todos y todas cómo queremos vivir, 
para protagonizar a las organizaciones de la sociedad civil en el gobier-
no de la seguridad. Tratando de identificar los eventos problemáticos con 
sus factores contingentes, imaginando respuestas creativas para tales pro-
blemas. No se limitaban a reclamar a la policía su intervención oportuna 
y efectiva, sino, guiados por los coordinadores, imaginar otras respuestas 
posibles que no retroalimenten los problemas, agregándole más incerti-
dumbre a la inseguridad cotidiana.

Como se dijo antes, fueron dos pruebas piloto, es decir, dos experien-
cias excepcionales. No contaron con los recursos y la estructura necesa-
rios y debieron sortear las discontinuidades institucionales que imponen 
la política y los prejuicios de todos: vecinos, militantes, periodistas, poli-
cías y funcionarios. Pero llegaron a constituirse en dos experiencias refe-
rentes que trataron de poner a la seguridad en otro lugar, buscando no 
solo democratizarla, sino además despolicializarla. Más aún, imaginando 
respuestas creativas que no agreguen estigmas y humillación a los acto-
res apuntados como protagonistas de las situaciones que se referenciaban 
como problemáticas. Estas dos pruebas piloto, acotadas en el tiempo y en 
el espacio, sin embargo nos dejan en una mejor posición para encarar el 
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día de mañana respuestas similares. Ya no estamos en el grado cero, sabe-
mos mucho más sobre la inseguridad y las conflictividades sociales, pero 
también sobre la manera de encarar esas cuestiones a través de la partici-
pación de las organizaciones de la sociedad civil.

Las dos experiencias no cayeron del cielo, fueron motorizadas por 
funcionarios a partir de las capacidades previas que se fueron instalan-
do y desarrollando pacientemente y ante la creciente demanda ciudadana 
de seguridad, es decir, para hacer frente a determinadas coyunturas críti-
cas. Sus referentes supieron aprovechar las oportunidades políticas que 
se abrieron con esas gestiones que buscaban recuperar el gobierno de la 
seguridad para poner a prueba algunas políticas que se venían ensayando 
desde hacía tiempo en otros países, en otro contexto y otro presupuesto, 
claro está. Más aún, se hacían eco de una demanda impulsada por distintas 
organizaciones sociales que reclamaba un diseño institucional que permi-
tiera un diálogo fluido entre los representantes y representados, un tema 
que no era menor cuando el otro dato de ese complejo telón de fondo era 
la crisis de representación.

Por último, una aclaración importante: este libro no habla del delito 
universal sino del delito de los pobres. Sucede en la Argentina, como en 
otros países de la región, que cuando se escucha la palabra “delito” no se 
está pensando en los delitos que cometen los sectores medios o las élites 
económicas. “Delito” es el delito asociado a los actores de las clases bajas. 
Por eso es una investigación que debemos leer con responsabilidad, no per-
diendo de vista su alcance preciso, para que lo dicho aquí no sea usado en 
su contra y no refuerce los prejuicios que suele tener “la gente” sobre el 
delito de los pobres. Hay así otro gran desafío que los autores encomiendan 
a las nuevas camadas de investigadores en el país: invertir tiempo, mucho 
tiempo, en otras investigaciones que todavía no hemos realizado, abocadas 
a investigar el delito de los ricos, los ilegalismos de las élites empresaria-
les, los fraudes financieros, la fuga de divisas, las quiebras fraudulentas, 
los vaciamientos de las empresas, y un largo etcétera.

En definitiva, Ciafardini y Fernández no solo cuestionan el paradigma 
policialista de la seguridad (seguridad es igual a policía), sino aquel modelo 
tradicional que postula a la seguridad como una cuestión pública (la policía 
está para cuidar las espaldas del gobierno de turno con respecto a la socie-
dad). Al contrario, participando a la comunidad en la gestión de la con-
flictividad social no solo se apuntaba al empoderamiento ciudadano sino 
a fortalecer su trama organizacional. La policía no era la respuesta a todas 
las preguntas, sino una herramienta entre tantas otras, y esa misma poli-
cía ahora está para cuidar a los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos.




